Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 11 minutos.) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Carpeta N* 687/2011. Certificación de ausencia de estado de gravidez. Se prohíbe exigir 
constancia de la misma en el ámbito laboral, público y privado. Distr. 1080/2011. Mensaje y proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo. 


Carpeta N* 694/2011. Hijos de fallecidos en hechos de violencia doméstica. Se establecen 
prestaciones en su beneficio. Distrib. 1081/2011. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes.” 


-Si los señores Senadores están de acuerdo, el próximo jueves -que no tenemos audiencias- 
comenzaremos con el tratamiento de los proyectos de ley. 


(Apoyados.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Confederación de Funcionarios del Estado, COFE.) 


-La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el agrado de recibir 
en el día de hoy a representantes de COFE, que habían solicitado ser recibidos con urgencia y a 
quienes concedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LANERS.- El motivo de nuestra solicitud tiene que ver con las enormes dificultades que COFE 
ha encontrado en todo el sector público con relación al cumplimiento cabal de la Ley de Negociación 
Colectiva. Cuando se trató la última Rendición de Cuentas señalamos que si bien consideramos que el 
Parlamento Nacional no es un integrante natural del Consejo de Negociación Colectiva del Sector 
Público en el Consejo Superior o el Consejo por rama, entendíamos que frente a la situación que se 
está generando -incluso, como se dijo, existe una queja formulada ante la OIT por incumplimiento de la 
Ley de Negociación Colectiva- debía incidir en este tema a los efectos de que el Poder Ejecutivo dé 
cumplimiento a la referida ley. En esa oportunidad, el encargado de hacer este planteamiento fue el 
señor Pablo Cabrera, quien lamentablemente hoy no está presente. 


En el año 2010 tuvimos enormes dificultades a la hora de discutir el Presupuesto Nacional. 
En diciembre de ese año COFE firmó un convenio con el Poder Ejecutivo. Si bien ya estaba pautado 
todo lo relativo a los incrementos salariales, en ese convenio acordamos crear una Comisión Técnica 
de trabajo a partir del 1% de marzo para estudiar aspectos relativos a la carrera administrativa, al 
Estatuto del Funcionario Público y a otras cuestiones relacionadas con las condiciones laborales, así 
como también en torno a la tabla salarial presentada por nuestra Confederación. En ese mismo 
convenio se establecía que durante esos tres meses COFE ¡ba a ingresar en una paz laboral, que no 
habría ningún tipo de conflicto. Se iba instalar esa Comisión hasta que laudara y si no se llegaba a un 
acuerdo, las dos partes quedaban en libertad de acción. 


SEÑORA PRESIDENTA. ¿Los tres meses eran enero, febrero y marzo? 
SEÑOR LANERS.- Marzo, abril y mayo. 


Lamentablemente, esa Comisión nunca se formó más allá de que la Confederación insistió 
varias veces en el tema. De esa manera, nos encontramos con una Rendición de Cuentas que ingresa 
al Parlamento sin haberse discutido ni un solo punto con los trabajadores. Luego, en la negociación 


con el Poder Legislativo surge el tema de los compañeros de los diques del Estado que se pudo 
resolver por esta vía, aunque debió solucionarse a través de la negociación colectiva del sector público. 
Al día de hoy, el único ámbito de negociación del Poder Ejecutivo, el único rol que cumple es el de 
apagar incendios. Esto ocurre cuando se plantean conflictos en determinado Ministerio o Unidad 
Ejecutora y COFE solicita la creación de un ámbito de negociación al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social para reunir a las partes, de manera de alcanzar acuerdos que, a veces, no se 
consiguen. Debo decir que hace más de ocho que se han enviado las comunicaciones -a través del 
PIT-CNT en el caso del Consejo Superior y de COFE- y recién el próximo jueves se va a convocar al 
Consejo por rama de COFE. Reitero que hace alrededor de ocho meses que venimos solicitando esta 
reunión. 


Por otro lado, no hemos sabido nada sobre qué está sucediendo con la reestructura planteada 
en la Ley de Presupuesto de 2010 para los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, de Industria, Energía y Minería y de Salud Pública. Se está hablando sobre una carrera 
funcional que no conocemos o que conocemos a medias y que tampoco se ha discutido. 


También están pendientes los temas de la carrera administrativa y el Estatuto del Funcionario 
Público. La cuestión es que se está hablando sobre esas cuestiones pero nosotros no las hemos 
discutido. Conocemos los tiempos que tiene el Parlamento y además muy pronto estaremos en el 
2012 y llegado el 2013 no nos va a quedar mucho espacio para generar cambios, porque después ya 
vamos a estar en plena campaña electoral. 


Estamos, entonces, muy preocupados por estas cuestiones, incluso por las negociaciones 
planteadas a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de las que tenemos conocimiento 
porque prácticamente todas las semanas estamos concurriendo allí para conversar con las distintas 
partes. Lamentablemente, el Consejo por rama de COFE quedó postergado para el 10 de noviembre - 
O sea, ya casi finalizando el año- aun cuando tiene una vasta agenda de temas. Como lo planteamos 
durante el estudio de la Rendición de Cuentas, nuestra intención es que el Parlamento nacional -a 
través de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado y de la Comisión de 
Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes- como Cuerpo que legisló en materia laboral, 
interceda ante el Poder Ejecutivo para que se fortalezca ese ámbito. 


Queremos dejar sentada una salvedad: a diferencia de lo que han dicho las Cámaras 
empresariales en el sentido de que no quieren la Ley de Negociación Colectiva, nosotros expresamos 
que estamos completamente a favor, porque entendemos que es el mejor vehículo para que entre el 
Estado y los trabajadores haya un ámbito donde negociar, aunque la norma no prevea específicamente 
que se tenga que llegar a un acuerdo. Aspiramos a poder discutir los grandes temas, tal como lo 
marca la ley; por ejemplo, los avances previstos en la Rendición de Cuentas y en la Ley de 
Presupuesto. En definitiva, se está hablando de un proceso de cambio a nivel de los funcionarios 
públicos, de la Administración Central en particular, y nosotros estamos ajenos a esa discusión. 


Debo informar también que sigue su curso una denuncia presentada ante la OIT. Este mes, 
el Comité de Normas se va a expedir y lo más probable es que nos solicite información de cómo han 
avanzado las negociaciones; la respuesta no es otra que decir que no ha habido ningún cambio 
sustancial. 


En consecuencia, el año próximo nos vamos a encontrar en una situación similar y lo único 
que quedará será concurrir -al igual que el sector empresarial- con una delegación a la Conferencia 
que realizará la OIT. 


Recalco entonces que defendemos a muerte la Ley de Negociación Colectiva, porque 
trabajamos en ella en el Parlamento y en el Poder Ejecutivo en el período de Gobierno del doctor 
Vázquez. Hoy podemos decir que funcionaba mejor el convenio marco que teníamos durante el 
Gobierno del doctor Tabaré Vázquez que la propia Ley de Negociación Colectiva. 


Esta sería, a grandes rasgos, la preocupación que tiene COFE y por eso hemos venido a 
solicitar al Parlamento una incidencia mayor a nivel del Poder Ejecutivo para discutir los temas que 
nos atañen a todos. 


SEÑOR REVELESE.- Para que el Poder Legislativo lo tenga presente y a los efectos de complementar 
lo que muy bien decía -y con lujo de detalles- nuestro compañero, quiero agregar que esta Ley de 
Negociación Colectiva ha sido una importante conquista para el movimiento sindical, que incluso está 
en sintonía con la lucha de los trabajadores del Estado de América Latina y de todo el mundo en las 
últimas décadas en cuanto a la necesidad de discutir condiciones de trabajo, salario, gestión y todo lo 
que hace a una reforma del Estado. 


Por otro lado, quiero señalar que esta Ley, producto de nuestra lucha, fue muy bien 
considerada por varios jerarcas de la OIT, incluido su Presidente, quien dijo que era una norma 
modelo y que si existía era porque había un movimiento sindical maduro y un Gobierno progresista. La 
fuerza política de Gobierno ha hablado permanentemente acerca de la necesidad del diálogo y la 
discusión en todos los temas. Pero esto hoy brilla por su ausencia en forma reiterada y permanente. 
Obviamente que esta situación conspira contra un necesario clima de entendimiento que debe darse 
entre las organizaciones y el Gobierno, porque, como decía, es reiterada la ausencia de negociación 
en materia de reforma, salarios, condiciones de trabajo, carrera administrativa y Estatuto del 
Funcionario que debería darse a nivel global. Esto no solamente sucede en el caso de COFE, sino en 
todo el Estado. En las empresas públicas y las ramas respectivas hay enormes carencias y dificultades 
para poder sentarse a discutir civilizadamente con el Gobierno. 


Más allá de lo que detallamos y contamos aquí, estamos reclamando a esta Comisión y al 
Poder Legislativo todo que tome nota y que intervenga fuertemente en el panorama político, a efectos 
de reclamar a las autoridades que se instalen de manera urgente ámbitos serios de discusión. En 
realidad, algunas veces se han instalado pero la discusión ha carecido de seriedad y de profundidad. 


Ahora bien, debemos tener en cuenta un tema importantísimo: el ajuste salarial que debe 
hacerse en enero próximo. En ese sentido, es necesario empezar a discutir desde ahora cómo se va a 
plantar el Gobierno y su equipo económico en este tema. Si esto no se logra -obviamente, sin querer 
amenazar a nadie ni mucho menos- habrá un clima de conflictividad que nosotros no estamos 
generando. Por tanto, si el Gobierno no cambia de actitud será el responsable de generarlo, lo cual 
hará mucho mal a la sociedad uruguaya. 


Por lo tanto, nosotros estamos seguros de que esta Comisión del Poder Legislativo 
intercederá a efectos de lograr ámbitos serios de discusión donde podamos explayarnos sobre estas 
temáticas, discutirlas y tratarlas con seriedad, por el bien de la sociedad uruguaya. Y aclaro que no 
solamente estamos discutiendo aspectos que hacen a nuestra situación corporativa -acá lo corporativo 
está fuera de de la cuestión- sino que nuestra intención es discutir, conjuntamente con los Poderes 
Ejecutivo y Legislativo y también con la oposición, cómo mejoramos la gestión y cómo hacemos un 
Estado más acorde a las necesidades del pueblo uruguayo. 


SEÑOR BENTOS.- Quiero referirme, a modo de ejemplo, a una serie de casuísticas que hicieron 
necesaria la solicitud de audiencia para el día de hoy y que, en los últimos tiempos, nos ha 
sorprendido de forma negativa. 


Los compañeros dijeron que no hemos tenido ámbitos de discusión adecuados para hacer 
planteos de carácter político y gremial vinculados al trabajo, a COFE, a la Administración Central y a 
los organismos del artículo 220 de la Constitución. La problemática no es solo nuestra, sino también de 
compañeros que pertenecen a otros sindicatos de otros organismos estatales, como por ejemplo Entes 
Autónomos y Servicios Descentralizados. Repito, no hemos tenido ámbitos de discusión y además 
hemos sufrido el retraso en la aplicación de una serie de artículos aprobados y que están en vigencia 
desde el 1* de enero por la Ley de Presupuesto. Esto se ha dado por diversos factores, uno de ellos -y 
no creo estar equivocado- es la desinteligencia provocada por la diferencia de opinión entre distintos 
órganos, fundamentalmente, Presidencia de la República, la OPP y la Oficina Nacional de Servicio 
Civil. Cuando se avanza hacia una solución, al llegar a una de esas oficinas el planteo es devuelto con 
una solución diferente a la que se había discutido con los trabajadores. En general, eso lleva a 
instancias donde es imposible discutir. En algún momento se nos invitó a participar en la discusión de 
la elaboración de algún decreto, se nos adelantó el contenido y se nos pidió que opináramos, pero 
ocurre que cuando eso sucedió ya se había firmado y aprobado por el Poder Ejecutivo sin, por tanto, 
tener en cuenta la opinión de los trabajadores. 


Por otra parte, hay convenios de carácter colectivo firmados por distintos sindicatos y las 
autoridades que no han sido respetados o en algunos casos están siendo postergados en su 


aplicación, en función de ese tipo de desinteligencia. Hemos escuchado que en estos días 
probablemente se reglamente el artículo 49 de la Ley de Presupuesto, pero hay otros artículos 
pendientes de reglamentación, por ejemplo, el 50 y el 62. Estamos a casi un año de la aprobación de 
esos artículos y entendemos que todo esto no colabora con lo que ya estaba acordado y laudado y 
nosotros esperábamos que empezara a regir a comienzos de este año. El planteo no es solamente 
fortalecer la gestión del Poder Ejecutivo en lo que hace a la atención de la Ley de Negociación 
Colectiva, sino dar cumplimiento a lo laudado no sólo con los trabajadores sino con todas las 
organizaciones sociales a lo largo del año pasado y del anterior. Eso tuvo como consecuencia estos 
acuerdos, que nosotros entendemos no se están cumpliendo. 


SEÑOR BAZZANO..- Soy Secretario de Asuntos Gremiales de la Confederación. 


Voy a reafirmar algunos conceptos planteados por los compañeros que me precedieron en el 
uso de la palabra. 


En primer término, nos presentamos ante la OIT para plantear una queja por incumplimiento 
de la Ley N* 18.508 que fue largamente añorada por los trabajadores estatales, porque venía a cubrir 
una necesidad que teníamos: la reglamentación de los convenios internacionales de la OIT. 
Lamentablemente, esta ley ha sido vaciada de contenido y a lo largo de los años y durante el tiempo 
que lleva de promulgada la ley -junio de 2009- no hemos tenido instancias claras de negociación real 
con el Poder Ejecutivo. 


En segundo lugar, hemos firmado algunos convenios que nos hemos visto en la necesidad de 
denunciar por incumplimiento de sus términos. Esa es una de las razones que, justamente, habilita la 
denuncia de esos convenios. Me estoy refiriendo concretamente al convenio que se firmó el 30 de 
diciembre del año 2010, por el cual se establecía la conformación de un grupo de trabajo que 
sesionaría desde el 1? de marzo al 31 de mayo de cada año, a los efectos de discutir y elaborar 
artículos para ser introducidos en los proyectos de Rendición de Cuentas en cada oportunidad. Nunca 
fue convocado ese grupo de trabajo ni nunca tuvimos oportunidad de participar a los efectos de discutir 
artículos que permitieran corregir las terribles inequidades salariales que tenemos dentro de la 
Administración Central. 


En tercer término, como plantearon algunos compañeros, estamos muy preocupados por el 
tema de los ajustes salariales. Todo hace pensar que el ajuste del 1% de enero se va a realizar, tal cual 
lo prevé el artículo 4% de la Ley de Presupuesto, en función de la inflación esperada más una cláusula 
correctiva, que en definitiva lo que permite es que no perdamos poder adquisitivo y que el ajuste sea 
por el cien por ciento del IPC del año anterior. Pero no va a haber crecimiento, recuperación ni 
corrección de inequidades. Y nosotros pensamos que en un momento en que la economía crece en 
forma importante y hay un avance en el desarrollo del Producto Bruto Interno del país, nuestros 
salarios deberían acompañar ese florecimiento de la economía, no en términos generales, pero sí 
fundamentalmente apuntando a elevar los salarios más bajos de los funcionarios de la Administración 
Pública. 


También quisiera referirme a algunas de las cuestiones que estuvieron planteadas aquí 
respecto a la reglamentación de los artículos de la Ley de Presupuesto. En primer lugar, quiero dejar 
constancia -ya todo el mundo lo sabe, pero queremos aclararlo- que en su momento rechazamos la 
forma en que se había introducido en la Ley de Presupuesto toda la Sección Il y sus 70 o 73 artículos. 
Esto fue incluido en el proyecto de manera inconsulta, unilateral, sin haberlo discutido ni negociado con 
los trabajadores organizados, a pesar de que la inmensa mayoría de los artículos modifican, afectan e 
involucran las condiciones de trabajo, particularmente todo lo que tiene que ver con la carrera 
administrativa. No solamente se aprobó la Sección Il de la Ley de Presupuesto sino que además, por la 
vía de la reglamentación, algunos de esos artículos han empeorado. A su vez, la reglamentación de 
esos artículos también se realizó de manera inconsulta y por fuera de la negociación. Nos estamos 
refiriendo, por ejemplo, al artículo 50, que regula el ingreso a la función pública. Vemos con 
preocupación que se crea un provisoriato, que va a permitir que quienes ingresen no sean funcionarios 
públicos durante el primer año y medio de trabajo y se conviertan en funcionarios públicos luego de 
una evaluación. Para nosotros, esa evaluación no tiene ningún tipo de garantía, porque el tribunal que 
va a medir el rendimiento de esos trabajadores va a estar integrado por los jerarcas, pero en ningún 
caso con representación de los trabajadores. Este es un ejemplo de cómo se están reglamentando 
artículos de la Ley de Presupuesto que afectan la carrera administrativa sin la participación de los 
sindicatos en su discusión. 


Por último, tenemos varios temas puntuales concretos que hacen a situaciones en algunas 
reparticiones u organismos del Estado, que nosotros planteamos que deberían ser tema de 
negociación en el ámbito de la rama, pero que lamentablemente no se han podido discutir. Nos 
referimos a la forma como se zanjó el conflicto del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el mes 
de abril pasado, con la redistribución de cinco funcionarios, uno de los cuales es la Presidenta de la 
Asociación de Funcionarios, en un caso que no dudamos en definir como de persecución sindical, 
porque no hay ninguna razón que amerite su redistribución. 


Por otra parte, tenemos la situación de los compañeros de la Dirección Nacional de 
Meteorología que se enteraron de que hay en danza un proyecto de ley -no sabemos si ingresó al 
Parlamento- mediante el cual se pretende prorrogar por un año el pasaje de esta Dirección del 
Ministerio de Defensa Nacional al de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Por último, hay un caso concreto que tiene que ver con el Ministerio de Defensa Nacional: la 
modificación del marco legal e institucional de los diques del Estado, convirtiendo esa unidad ejecutora 
en una sociedad anónima regida por el Derecho Privado. Estas cuestiones están siendo planteadas al 
margen de la negociación colectiva y lo dejamos sentado porque creemos que se agrega a lo que los 
compañeros expusieron anteriormente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quisiera que se me aclarara algo de la exposición realizada. Entendí que los 
artículos 49, 50 y 62 no estaban reglamentados, pero ahora el señor Bazzano dice que lo están. Por 
tanto, quisiera saber si están reglamentados para empeorarlos o no están reglamentados. 


SEÑOR BAZZANO.- Con relación al artículo 49, hasta donde sabemos, hay un proyecto de ley en 
danza, pero todavía no se ha promulgado el decreto reglamentándolo. Este artículo es fundamental 
porque tiene que ver con la regulación de las promociones y ascensos en la Administración Central. El 
hecho de que no haya sido reglamentado ha impedido el llamado a concurso para proveer vacantes, lo 
que es grave, aunque también lo es el hecho de que haya un proyecto de ley y que nosotros no 
sepamos cuál es para tener la oportunidad de discutirlo. Creo que a eso es a lo que se refirió el 
compañero Revelese. 


Los artículos 50 y 62 han sido reglamentados; ya se dictaron los decretos. Concretamente, el 
artículo 50 tiene que ver con el ingreso a la función pública y, al respecto, mencioné la situación del 
provisoriato y el hecho de que los funcionarios titulares de esta condición vayan a ser evaluados por 
los tribunales sin representación de los trabajadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Con respecto a las reestructuras planificadas para el transcurso de este año 
para los tres Ministerios, quisiera saber si han tenido oportunidad de mantener algún tipo de 
negociación -incluso, de parte del propio sindicato del Ministerio- con el Gobierno. 


SEÑOR BENTOS..- Participamos como veedores en alguna instancia previa de análisis, para recabar 
datos. El sindicato del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente intervino en 
momentos en que las autoridades intentaron recoger datos para avanzar en un proyecto de 
formulación estructural. Con relación a lo que falta -que es lo más sustantivo, pues a partir de los datos 
se definirán la nueva visión y misión referente a la estructura del organismo- no tenemos conocimiento 
de que haya comenzado alguna actividad en la que los trabajadores estén participando. De hecho, 
estamos seguros de que no hay ninguna actividad; me refiero a los Ministerios de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de Industria, Energía y Minería y de Salud Pública. En 
ninguno de esos casos se ha avanzado más allá de analizar los datos necesarios para tener un mapa 
de las tareas que se desarrollan en los diversos sectores de cada unidad ejecutora. Puedo decir que 
con el Gobierno no hemos tenido una negociación a un nivel más alto sobre el tema. 


SEÑOR BAZZANO..- Quiero agregar que a pesar de que en una reunión que mantuvimos con el Poder 
Ejecutivo se llegó al compromiso de crear un ámbito paritario central que monitoreara el desarrollo de 
las respectivas reestructuras, nunca se convocó. 


SEÑOR SOLARI.- Cuando ingresé a la Comisión habían comenzado la exposición, por lo que pido 
disculpas si lo que voy a preguntar ya fue aclarado. 


La Confederación agrupa a todos los trabajadores de la Administración Central y, por lo tanto, 
tiene distintas contrapartidas en cada uno de los diferentes Incisos. Entonces, quisiera saber si el 
Poder Ejecutivo tiene algún punto focal para la negociación colectiva y el diálogo. En otras ramas de 
actividad están, por ejemplo, los empleados, los empleadores -que puede ser el Directorio de Ancap- y 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social actúa como una tercera parte. Pero en este, la parte 
negociadora es esa Cartera y la otra son ustedes. Me pregunto si esa dificultad se ha subsanado 
identificando un equipo, una repartición o una oficina en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en 
la Oficina Nacional de Servicio Civil o donde fuere, para actuar como contraparte de ustedes en la 
negociación colectiva o si esa contraparte es el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el de 
Economía y Finanzas o algún otro. 


SEÑOR LANERS.- Como dice el señor Senador Solari, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
juega un papel como parte del Estado pero, por ley, es el convocante a los ámbitos de negociación 
colectiva. Acá debemos hacer una salvedad sin pasarle la mano por el lomo a nadie. El Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social trató de jugar su papel pero ha tenido ciertas dificultades con los demás 
miembros naturales de la negociación colectiva: la OPP, la Oficina Nacional del Servicio Civil y el 
Ministerio de Economía y Finanzas. Antes, con el convenio marco, todo era más ágil: teníamos una 
comunicación directa con la Oficina Nacional del Servicio Civil y con la OPP y se convocaba en 
seguida al famoso Grupo A en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Pero actualmente eso se 
perdió y este Ministerio depende de que todo el mundo tenga tiempo para poder convocar al Consejo 
por rama. En este punto es donde hacemos hincapié en que el Poder Ejecutivo no jerarquizó los 
ámbitos de negociación colectiva; no nos referimos a las personas que concurren sino a la discusión y 
a la periodicidad con que se tratan los temas. Por ejemplo, un Consejo por rama como el de COFE - 
con lo que significa la Administración Central- debería tener como mínimo una reunión mensual porque 
es el que monitorea los Consejos de base sindicales de cada uno de los Ministerios. Así, cuando hay 
dificultades en la negociación, es el Consejo por rama el que lo debería subsanar. Pero, ¿qué es lo que 
ocurre? No se discuten los temas. COFE ha planteado temas e incluso agendas con los puntos a 
discutir pero no hay ¡da y vuelta. Ahora tenemos una convocatoria para el jueves que viene pero, 
quizás, la siguiente se realice el 23 de diciembre. Quiere decir que no hay una jerarquía, más allá de 
que tenemos una línea directa con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; nosotros nos 
comunicamos con lo que sería el departamento de negociación colectiva del sector público, con el 
Ministro Brenta o con Romero y se hacen las gestiones pero después de eso comienzan los 
problemas. Más allá de que los distintos miembros pueden mandar a quien corresponda, el Ministerio 
de Economía y Finanzas, por ejemplo, cambia permanentemente los referentes: hoy discutimos con 
Masoller, mañana con Valcorba, pasado con Zavala; solamente nos faltó discutir con el Ministro. 
Entonces, la dificultad la tiene el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a la hora de reunir los 
elementos de la otra parte para poder discutir realmente los temas. Parecería que todo el mundo está 
apurado y que quiere irse, pero si los trabajadores sabemos que tenemos una reunión a las diez de la 
mañana, no agendamos otra actividad hasta las cuatro de la tarde. Obviamente, también tenemos 
cosas en nuestra agenda pero respetamos el ámbito de discusión. Además, hemos planteado que si 
hay algunos puntos de la agenda que deben ser considerados por una Subcomisión, no tenemos 
ningún problema en que así se haga. Al paso que vamos, creemos que la reestructura de estos tres 
Ministerios que son pequeños -el Ministerio de Salud Pública no tiene más de 1.000 funcionarios y 
entre las Carteras de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Desarrollo Social, no se 
llega a 3.000- y que comenzó el año pasado con presentaciones de PowerPoint y demás, no va a 
avanzar mucho, a pesar de que se había planteado un compromiso en el sentido de empezar a obtener 
resultados en junio de este año. Nos preguntamos qué va a pasar cuando todo esto se haga en 
Ministerios como el de Transporte y Obras Públicas, en el que hay muchísimos más trabajadores y 
existen grandes inequidades. No hay que olvidar que aquí han pasado más de quince o veinte años sin 
que se realicen concursos, ascensos o modificaciones en las carreras administrativas. En 
consecuencia, pensamos que será muy difícil implementar todo esto. 


Siempre hemos intentado dar el mensaje de que creemos que no hay mala voluntad por 
parte del Poder Ejecutivo. Se nos podrá decir que lo relativo a la negociación colectiva es algo nuevo y 
que se debe aprender de todo esto, pero si no se pone voluntad tampoco se aprende. Evidentemente, 
si voy a la escuela pero no pongo voluntad en aprender, por más que la maestra sea preciosa y enseñe 
muy bien, no lo voy a lograr. Pensamos que faltó voluntad de involucrarse e intentar hacer experiencia 
en el tema de la negociación colectiva. En el ámbito privado esto se hace desde muchos años atrás y 
las discusiones se llevan adelante de otra manera, tal como expresaba el señor Senador Solari. 


SEÑOR BAZZANO.- El Ministerio de Trabajo tiene una doble condición. Por un lado integra la 
delegación del Poder Ejecutivo, que de acuerdo a la ley tiene ocho miembros: dos por el Ministerio de 


Economía y Finanzas, dos por la Oficina Nacional del Servicio Civil, dos por OPP y dos por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Por otra parte, la ley también dice que la Cartera debe velar 
por el cumplimiento de los acuerdos y, de alguna manera, facilitar o coordinar todo lo que tiene que ver 
con la negociación colectiva. Esto es así porque la Constitución dispone que este Ministerio debe hacer 
cumplir todas las normas relativas a las relaciones laborales. Muchas veces nos hemos encontrado con 
una buena recepción, fundamentalmente de las paritarias, pero sucede que no se puede resolver el 
debate de carácter general, que es el que también nos importa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión agradece la visita de nuestros invitados, tomará en cuenta todo 
lo expuesto y, posteriormente, resolverá qué pasos dar. 


(Se retiran de Sala los delegados de la Confederación 


de Funcionarios del Estado — COFE.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


